
ARTÍCULO 2.2.8.8.22. OBLIGACIONES PENSIONALES DE CARÁCTER EXTRALEGAL
DEL SECTOR PÚBLICO. De conformidad con el artículo 283 de la Ley 100 de 1993, cuando el
monto de las reservas requeridas para el pago de obligaciones pensionales de carácter extralegal
de las entidades del sector público sea superior a la proporción de los activos de la entidad que
establezca el Gobierno, el pago de dichas obligaciones deberá estar garantizado mediante los
patrimonios autónomos de que trata el presente capítulo.

En el evento en que las entidades obligadas a garantizar el pago de obligaciones de carácter
extralegal constituyan patrimonios autónomos pensionales o patrimonios autónomos de garantía,
los recursos destinados al pago de ambas obligaciones podrán administrarse conjuntamente en un
único patrimonio autónomo.

(Decreto 941 de 2002, artículo 3o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.23. ADMINISTRACIÓN DE LOS PATRIMONIOS AUTÓNOMOS
PENSIONALES. Los patrimonios autónomos pensionales a los que hace referencia el presente
capítulo, serán administrados por sociedades administradoras de fondos de pensiones o
sociedades fiduciarias sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera
de Colombia.

También podrán administrarse por consorcios o uniones temporales constituidos por este tipo de
entidades.

(Decreto 941 de 2002, artículo 4o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.24. REQUISITOS DE LOS ADMINISTRADORES. Con el fin de
asegurar una adecuada administración de los recursos destinados al pago de las obligaciones
pensionales, los empleadores deberán exigir a las entidades administradoras una calificación en
la actividad de administración de inversiones, emitida por una entidad calificadora de riesgos,
que no podrá ser inferior a doble A menos (AA-) o su equivalente. Dicha calificación deberá ser
mantenida durante todo el término de vigencia del contrato.

(Decreto 941 de 2002, artículo 5o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.25. SELECCIÓN DE ADMINISTRADORES POR PARTE DE LAS
ENTIDADES ESTATALES.

Para la selección de los administradores de los patrimonios autónomos por parte de las entidades
estatales se aplicará lo establecido en el parágrafo 2o del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, con
sujeción a las disposiciones presupuestales. Los recursos que se destinen al patrimonio autónomo
deberán haber sido apropiados con dicho objeto y su entrega al patrimonio constituirá ejecución
de la respectiva partida presupuestal.

Lo anterior no impedirá que para efectos de buscar una gestión más eficiente de los recursos se
acuerde que las inversiones de los patrimonios autónomos de diferentes empleadores se
administren conjuntamente, sin perjuicio de que en todo caso estén claramente identificados los
derechos de cada patrimonio sobre las diversas inversiones. En estos eventos, cuando se trate de
entidades estatales, las mismas podrán, previo el cumplimiento de las disposiciones legales



aplicables, adherirse a un mecanismo conjunto de: inversión de estos patrimonios autónomos ya
existente, para lo cual deberán realizar el proceso de contratación que corresponda, o adelantar
conjuntamente con otras entidades estatales el proceso de contratación respectivo.

(Decreto 941 de 2002, artículo 6o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.26. MARGEN DE SOLVENCIA. En materia de margen de solvencia,
las entidades administradoras de los patrimonios autónomos pensionales estarán sometidas a las
normas contenidas en el Decreto 2555 de 2010 y a aquellas que lo modifiquen o adicionen.

Dichas disposiciones se aplicarán a todos los contratos que celebren las sociedades fiduciarias y
las sociedades administradoras de fondos de pensiones para la administración de recursos
destinados a la garantía o pago de obligaciones pensionales de cualquier naturaleza.

Para efectos del cálculo del margen de solvencia, no se computará el monto de los recursos que
deban destinarse al pago de obligaciones pensionales dentro del mes en el cual se realice el
cálculo, ni los activos de que trata el artículo 2.2.8.8.31.de este decreto.

(Decreto 941 de 2002, artículo 7o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.27. RÉGIMEN DE INVERSIONES. El régimen de inversiones de los
patrimonios autónomos pensionales será el mismo aplicable a los fondos obligatorios de
pensiones, tanto respecto de las inversiones admisibles como en relación con los límites
individuales y globales de inversión.

En los patrimonios constituidos para la conmutación parcial de obligaciones pensionales de las
entidades estatales no se considerará admisible la inversión en acciones emitidas por sociedades,
ni en bonos convertibles en acciones.

En la realización de las inversiones admisibles, las entidades estatales deberán exigir a la
administradora que se apliquen las reglas y procedimientos que establezca la Superintendencia
Financiera de Colombia dentro de la órbita de su competencia para el manejo de recursos a través
de las tesorerías de las entidades financieras, así como las demás que se dicten para el efecto.

En todo caso, las entidades administradoras deberán mantener los recursos transferidos a los
patrimonios autónomos pensionales separados del resto de sus negocios.

(Decreto 941 de 2002, artículo 8o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.28. CÁLCULOS ACTUARIALES. De manera previa a la suscripción
del contrato de administración, la entidad empleadora deberá elaborar un cálculo actuarial para
efectos de la conmutación pensional, el cual deberá ser aprobado por la superintendencia que
ejerza la inspección, vigilancia y control de la entidad. Cuando se trate de sociedades no
sometidas a control y vigilancia, el cálculo deberá ser aprobado por la Superintendencia de
Sociedades.

Cuando se trate de entidades públicas no sujetas a la vigilancia de una superintendencia, la
aprobación corresponderá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

El cálculo actuarial se elaborará con corte a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior y



deberá acompañarse de una proyección del valor del cálculo a la fecha de constitución del
patrimonio autónomo.

El cálculo deberá ser actualizado anualmente con el propósito de reflejar los cambios en las
obligaciones a cargo del patrimonio y las responsabilidades a cargo del empleador. La entidad
administradora deberá velar porque se produzca dicha actualización y así mismo deberá informar
al empleador y, si es del caso, a las autoridades competentes, sobre cualquier hecho irregular que
encuentre en su gestión.

(Decreto 941 de 2002, artículo 9o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.29. CONTRATOS DE ADMINISTRACIÓN. Los patrimonios
autónomos pensionales previstos en el presente capítulo serán constituidos por las entidades
empleadoras a través de un contrato irrevocable de administración del patrimonio autónomo, que
tendrá como primer beneficiario a los trabajadores, extrabajadores -en la medida en que estas dos
categorías tengan derechos pensionales- y pensionados de la entidad y sus sobrevivientes, según
el caso.

En virtud del carácter irrevocable del contrato de administración, y en concordancia con el
artículo 48 de la Constitución Política, los recursos destinados por el empleador a la garantía y
pago de pensiones de conformidad con el presente capítulo, no podrán ser destinados a fines
diferentes de los aquí previstos. Lo anterior sin perjuicio de la facultad del empleador para
sustituir las inversiones del patrimonio autónomo o los bienes que respaldan los activos
fiduciarios por otros de similares o mejores condiciones, en beneficio del patrimonio autónomo.

En el comité de administración del patrimonio deberá tener asiento al menos un representante de
los pensionados y otro de los trabajadores o extrabajadores que figuren en el cálculo actuarial.

La constitución del patrimonio autónomo como mecanismo de normalización pensional deberá
ser autorizada en la misma forma prevista en el artículo 2.2.8.8.19. de este decreto.

PARÁGRAFO. Los gastos relacionados con la administración de los patrimonios autónomos
podrán efectuarse con cargo a los recursos que transfieran las entidades empleadoras. En este
evento, los pagos al administrador deberán tenerse en cuenta al momento de calcular las
transferencias periódicas que el empleador debe realizar al patrimonio.

(Decreto 941 de 2002, artículo 10)

ARTÍCULO 2.2.8.8.30. RECURSOS QUE FORMAN PARTE DE LOS PATRIMONIOS
AUTÓNOMOS PENSIONALES.

Los patrimonios autónomos pensionales deberán estar constituidos con recursos en efectivo
transferidos por los empleadores o por inversiones admisibles para los fondos obligatorios de
pensiones, con la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 2.2.8.8.27. de este
decreto.

El monto de los recursos en efectivo e inversiones admisibles con los que se constituya el
patrimonio autónomo no podrá ser inferior al monto del pasivo corriente a cargo del patrimonio
durante los primeros dos años, contados a partir de la fecha de su constitución.



Posteriormente, el monto de dichos recursos e inversiones en ningún caso podrá ser inferior al
pasivo corriente a cargo del patrimonio autónomo durante los dos años siguientes.

Para efectos de determinar el pasivo corriente se tomará el monto de las obligaciones pensionales
ciertas y eventuales a pagar en el respectivo año con todos sus reajustes, así como los gastos
relacionados con la administración del patrimonio.

(Decreto 941 de 2002, artículo 11)

ARTÍCULO 2.2.8.8.31. OTROS ACTIVOS. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo
2.2.8.8.30. de este decreto, los empleadores podrán transferir al patrimonio autónomo derechos
fiduciarios respecto de activos distintos a los recursos líquidos e inversiones admisibles
mencionados, de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Los derechos fiduciarios deberán referirse a negocios fiduciarios que tengan por finalidad
principal la provisión de recursos con destino al pago de los pasivos pensionales.

2. El valor de los derechos fiduciarios se estimará de acuerdo con su valor comercial, previo
avalúo técnico realizado por firmas especializadas.

3. Los activos deben entregarse con la instrucción de que se proceda a su venta para asegurar el
pago regular de las obligaciones pensionales. Dicha venta deberá realizarse en condiciones en
que no se afecte el cumplimiento de los compromisos corrientes adquiridos por la entidad y que
se obtenga el mayor valor posible a favor de los beneficiarios. Para todos los efectos contables y
tributarios, se entiende que la enajenación de los activos ocurre cuando se realiza la venta
efectiva de los mismos a terceros.

4. No será necesario proceder a la venta de dichos activos a terceros cuando la entidad
empleadora los readquiera en las condiciones previstas en el contrato o los sustituya por otros
que aseguren el pago de las obligaciones y tengan mayor liquidez. Tampoco será necesaria la
venta cuando los mecanismos establecidos para la provisión de recursos al patrimonio autónomo
no requieran la enajenación de los activos.

5. Si los activos a los cuales se refiere el negocio fiduciario se liquidan en su totalidad y el valor
resultante es suficiente para realizar una conmutación total, el empleador podrá instruir a la
entidad administradora para que proceda a la misma en los términos previstos en las normas
vigentes. En caso de que la administradora deba proceder a realizar la conmutación, el empleador
deberá actualizar el cálculo actuarial de que trata el artículo 2.2.8.8.28.

del presente decreto utilizando los parámetros establecidos para efectos de conmutación
pensional total, los cuales corresponden a los parámetros que deben utilizarse por las entidades
administradoras y aseguradoras del Sistema General de Pensiones.

PARÁGRAFO. En todo caso, el empleador podrá incrementar en cualquier momento el monto
de los recursos y derechos fiduciarios transferidos al patrimonio autónomo, con el propósito de
aumentar la porción de la obligación conmutada.

(Decreto 941 de 2002, artículo 12)

ARTÍCULO 2.2.8.8.32. RESPONSABILIDADES DEL EMPLEADOR. El empleador



continuará siendo responsable patrimonialmente por el pago de las pensiones, bonos y cuotas
partes a cargo del patrimonio autónomo, cuando este último no lo realice. Sin embargo, el valor
de las inversiones admisibles administradas en el patrimonio autónomo se deducirá del cálculo
actuarial a cargo de la entidad empleadora, con los efectos contables que se determinen por las
autoridades competentes.

Los derechos fiduciarios de que trata el artículo 2.2.8.8.31. de este decreto solo podrán
considerarse un menor valor del cálculo actuarial si la entidad empleadora ha dado cumplimiento
a las siguientes condiciones:

1. Que la entidad empleadora haya ofrecido garantías suficientes para mantener la regularidad de
los pagos, las cuales deberán permanecer vigentes mientras no se realice la liquidación de los
activos.

Las entidades administradoras serán responsables de determinar la suficiencia de las garantías,
sin perjuicio de la competencia del Ministerio del Trabajo para vigilar el otorgamiento de
garantías y el pago de pensiones a cargo de los empleadores.

2. Que la entidad empleadora haya reflejado en sus estados financieros una responsabilidad
contingente por las obligaciones a las que se refieren las garantías previstas en el numeral
anterior, y por aquellas que resulten de eventuales mayores valores del cálculo actuarial en
relación con el valor de los activos, de conformidad con las instrucciones que imparta la
respectiva superintendencia o, en el caso de entidades públicas, la Contaduría General de la
Nación. Esta circunstancia deberá certificarse anualmente por el revisor fiscal de la entidad
empleadora; si no existiese tal órgano, la verificación de esta circunstancia estará a cargo de la
administradora.

PARÁGRAFO 1o. El saldo del cálculo no transferido al patrimonio autónomo continuará
amortizándose en la forma prevista en las disposiciones vigentes.

PARÁGRAFO 2o. Para asegurar la debida coordinación, las autoridades a las cuales corresponda
impartir instrucciones contables deberán unificar los criterios que aplicarán para el desarrollo del
presente artículo. Lo anterior sin perjuicio de que cada una imparta por separado las
instrucciones que le correspondan en la órbita de su competencia.

(Decreto 941 de 2002, artículo 13)

ARTÍCULO 2.2.8.8.33. RESPONSABILIDADES A CARGO DE LAS
ADMINISTRADORAS. Además de las obligaciones establecidas en el presente capítulo y de las
que se deriven del contrato de administración, la administradora deberá dar aviso al Ministerio
del Trabajo y a la entidad que ejerza la inspección y vigilancia de la entidad empleadora, con un
mínimo de tres (3) meses de antelación, cuando prevea que los recursos transferidos por el
empleador puedan ser insuficientes para atender las obligaciones parcialmente conmutadas.
Igualmente, la administradora dará aviso a las mismas autoridades cuando el empleador incurra
en un incumplimiento sustancial de las obligaciones a su cargo, cuando prevea que este puede
incurrir en situaciones de iliquidez o insolvencia que puedan poner en peligro el cumplimiento de
los compromisos asumidos en el contrato de administración, o cuando las garantías previstas en
el numeral 1 del artículo 2.2.8.8.32. del presente decreto se vuelvan insuficientes y no sean
oportunamente sustituidas por el empleador.



Cuando se trate de entidades no sujetas a la inspección o vigilancia de una superintendencia, el
aviso deberá darse al Ministerio del Trabajo.

Cuando los recursos del patrimonio autónomo se agoten o cuando no se cumplan las
obligaciones a cargo de la entidad respecto del patrimonio autónomo y los pensionados, no se
aplicarán los efectos previstos en el artículo 2.2.8.8.32. del presente decreto sobre menor valor
del cálculo actuarial.

(Decreto 941 de 2002, artículo 14)

ARTÍCULO 2.2.8.8.34. ENTIDADES EN LIQUIDACIÓN. Si se diere inicio a un proceso de
liquidación de la entidad empleadora, la administradora continuará pagando, con cargo a los
recursos líquidos, las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo, incluido el costo de
administración de los recursos y activos que lo constituyen y liquidará los activos que se le hayan
entregado para asegurar el pago. Agotados los recursos líquidos, liquidadas las inversiones
admisibles y los demás activos que se puedan vender, la administradora deberá transferir los
demás activos que no haya podido enajenar al liquidador, quien dará aplicación a las normas
establecidas para el pago de obligaciones pensionales de entidades en liquidación y conservará en
todo caso la destinación de estos activos para el pago de las pensiones, a menos que los sustituya
por otros que ofrezcan la misma cobertura y tengan mayor liquidez.

(Decreto 941 de 2002, artículo 15)

ARTÍCULO 2.2.8.8.35. PATRIMONIOS AUTÓNOMOS DE GARANTÍA. Como
mecanismo de normalización pensional, los empleadores a los que hace referencia el artículo
2.2.8.8.20. del presente decreto podrán constituir patrimonios autónomos destinados a la garantía
y pago de obligaciones pensionales. Estos patrimonios se regirán por las disposiciones del
presente capítulo en materia de reglas de administración, régimen de inversiones, recursos y
activos de los patrimonios.

No obstante, en la medida en que los patrimonios autónomos de garantía no tienen por objeto la
conmutación de obligaciones pensionales, los empleadores seguirán siendo responsables directos
del pago de las mismas y no podrán beneficiarse de los efectos contables previstos en el presente
capítulo para los fines de la conmutación de obligaciones.

(Decreto 941 de 2002, artículo 16)

ARTÍCULO 2.2.8.8.36. ASPECTOS TRIBUTARIOS. Para efectos del impuesto de timbre,
los actos y contratos que se realicen en desarrollo del presente capítulo se sujetarán al tratamiento
tributario previsto en el artículo 135 de la Ley 100 de 1993.

Así mismo, cuando haya lugar a ello, para efectos de la liquidación del impuesto de registro de
los actos que se realicen en desarrollo del presente capítulo, se aplicará lo dispuesto por el
artículo 7o del Decreto 650 de 1996 y cuando sea procedente, lo previsto por el literal h) del
artículo 6o del mismo decreto, o la norma que lo modifique o sustituya.

Los patrimonios autónomos pensionales y los patrimonios autónomos de garantía tienen el
carácter de fondos para efectos del artículo 135 de la Ley 100 de 1993.



Para efectos de las deducciones tributarias por concepto de provisión para el pago de futuras
pensiones, el valor de la amortización del cálculo actuarial que hubiese sido deducido en
vigencias fiscales anteriores, no podrá ser objeto de nueva deducción en razón de la constitución
del patrimonio autónomo. Los recursos que se transfieran al patrimonio autónomo en exceso del
monto amortizado en vigencias anteriores, se continuarán deduciendo en la forma prevista en los
artículos 112 y 113 del Estatuto Tributario.

(Decreto 941 de 2002, artículo 17)

ARTÍCULO 2.2.8.8.37. CONSERVACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS DE
PATRIMONIOS AUTÓNOMOS.

Los recursos que se entreguen a los patrimonios autónomos de que trata el presente capítulo, así
como los rendimientos financieros que estos produzcan, no podrán cambiarse de destinación ni
restituirse a la entidad empleadora mientras no se hayan satisfecho en su totalidad todas las
obligaciones pensionales a las que el mismo se refiere.

(Decreto 941 de 2002, artículo 18)

ARTÍCULO 2.2.8.8.38. APLICACIÓN A OTROS PATRIMONIOS AUTÓNOMOS. Los
artículos anteriores se aplicarán también a los patrimonios autónomos que deben constituirse
para la garantía o pago de pasivos pensionales a cargo de la Empresa Colombiana de Petróleos
(Ecopetrol) y las entidades territoriales y sus descentralizadas, en aquellos aspectos no previstos
en las disposiciones especiales que los rigen. En todo caso, estas entidades podrán optar por
constituir patrimonios autónomos pensionales o patrimonios autónomos de garantía, o adaptar
los patrimonios que hubiesen constituido previamente a los mecanismos de normalización
pensional previstos en el presente capítulo.

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a otras personas en relación con
tales acreencias, de conformidad con lo previsto en el inciso anterior.

(Decreto 941 de 2002, artículo 19)

ARTÍCULO 2.2.8.8.39. NORMALIZACIÓN PENSIONAL MEDIANTE ASUNCIÓN POR
UN TERCERO. La normalización pensional mediante la asunción por un tercero se someterá a
los siguientes requisitos:

1. El tercero que asume las obligaciones pensionales deberá obtener previamente las
autorizaciones de sus órganos directivos o equivalentes, de acuerdo con las normas estatutarias y
legales que le sean aplicables.

2. En las entidades empleadoras que se encuentren desarrollando su objeto social solamente
podrán asumirse obligaciones que tengan el carácter de ciertas e indiscutibles y, por tanto por
ejemplo, no podrán asumirse obligaciones pensionales relacionadas con trabajadores activos. En
las entidades empleadoras que se encuentren en liquidación la asunción deberá comprender la
totalidad de las obligaciones pensionales a cargo del empleador.

3. Cuando se trata de entidades que se encuentren desarrollando su objeto social, la asunción
deberá contar con el consentimiento expreso de los acreedores de las obligaciones pensionales,



sin perjuicio de lo establecido en el numeral 4 de este artículo.

Cuando al menos la mitad más uno de los acreedores expresen su consentimiento, el empleador
podrá sustituir las obligaciones de quienes hubieren consentido y conservará en su cabeza las
obligaciones de quienes hubiesen negado el consentimiento o guardado silencio. Cuando al
menos la mitad más uno de los acreedores de las obligaciones hubiese negado el consentimiento
o guardado silencio sobre la asunción, el mecanismo se entenderá rechazado.

4. Cuando se trate de entidades que se encuentren en proceso de liquidación y el tercero que
asume la obligación tenga la calidad de socio o accionista de la entidad en liquidación, no se
requerirá el consentimiento de los acreedores. No obstante, la entidad en liquidación y el tercero
deberán establecer mecanismos de información adecuada para los acreedores en forma tal que
estos puedan ejercer adecuadamente sus derechos y reclamar oportunamente sus prestaciones.

(Decreto 4014 de 2006, artículo 1o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.40. AUTORIZACIÓN DE LA ASUNCIÓN. La autorización del
mecanismo de normalización pensional deberá tramitarse ante la superintendencia que ejerza la
inspección, vigilancia o control del empleador. Con la solicitud deberá remitirse el cálculo
actuarial debidamente elaborado.

La superintendencia deberá aprobar el cálculo actuarial y remitir dicha aprobación al Ministerio
del Trabajo, junto con una valoración motivada sobre la capacidad financiera del tercero para
asumir las obligaciones pensionales, a efectos de que dicho ministerio emita su concepto.

Una vez recibido el concepto favorable del ministerio, la superintendencia autorizará el
mecanismo de normalización pensional.

(Decreto 4014 de 2006, artículo 2o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.41. PAGO DE LA ASUNCIÓN. El plazo y la forma de pago de la
asunción se acordarán entre la entidad empleadora y el tercero. Las obligaciones crediticias que
surjan de dicho acuerdo tendrán el privilegio previsto en el parágrafo 2o del artículo 34 de la Ley
1116 de 2006.

(Decreto 4014 de 2006. artículo 3o)

ARTÍCULO 2.2.8.8.42. EFECTOS DE LA ASUNCIÓN. Una vez realizada la asunción
prevista en los artículos anteriores, el empleador quedará liberado del pago de las obligaciones
pensionales sustituidas. Por otra parte, por el solo hecho de la asunción, el tercero no adquiere el
carácter de empleador ni se producirá la sustitución de empleadores para los efectos de los
artículos 67 y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo.

(Decreto 4014 de 2006, artículo 4o)

CAPÍTULO 9.

INEMBARGABILIDAD.



ARTÍCULO 2.2.8.9.1. INEMBARGABILIDAD. Son inembargables los recursos de los
fondos de reparto del régimen solidario de prima media con prestación definida y sus reservas.
Así mismo, los recursos de los fondos de pensiones del régimen de ahorro individual con
solidaridad y sus respectivos rendimientos. No obstante, tratándose de cotizaciones voluntarias a
fondos de pensiones y de sus rendimientos, solo gozarán en materia de inembargabilidad, de los
mismos beneficios que la ley concede a las cuentas de ahorro AFC.

Son igualmente inembargables todas las sumas destinadas al pago de los seguros de invalidez y
de sobrevivientes dentro del régimen de ahorro individual con solidaridad, así como los demás
conceptos mencionados en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993.

(Decreto 692 de 1994, artículo 44)

CAPÍTULO 10.

MESADA ADICIONAL.

ARTÍCULO 2.2.8.10.1. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por jubilación, invalidez,
vejez o sobrevivientes, de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, el
sector privado y Colpensiones, así como los retirados y pensionados de las fuerzas militares y de
la policía nacional, cuyas pensiones se hubiesen causado y reconocido antes del 1o de enero de
1988, tendrán derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le
corresponda a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del
mes de junio de cada año, a partir de 1994.

PARÁGRAFO 1o. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la cancelación
de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal mensual. En los casos
de pensión de pago compartido, la mesada adicional se cubrirá por Colpensiones y el empleador
en proporción a la cuota parte que esté a su cargo, siempre que el empleador haya reconocido la
pensión de jubilación con anterioridad al año de 1988.

PARÁGRAFO 2o. De conformidad con lo previsto en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, a
los pensionados de Ecopetrol no les es aplicable el reajuste previsto en este artículo, por haber
sido excluidos del sistema de seguridad social integral.

(Decreto 692 de 1994, artículo 43)

<Concordancia>

Ley 100 de 1993 -; art. 142

TÍTULO 9.

TRASLADO ENTRE REGÍMENES.

CAPÍTULO 1.

BONOS Y CERTIFICACIONES.



ARTÍCULO 2.2.9.1.1. REFERENCIAS AL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES. En
todas las normas contenidas en el presente decreto, cualquier referencia que se haga al "Instituto
de Seguros Sociales", al "ISS", o al "Seguro Social" debe entenderse realizada a la
Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones).

ARTÍCULO 2.2.9.1.2. DERECHO A BONO PENSIONAL. Tiene derecho a bono pensional:

1. De conformidad con el artículo 115 de la Ley 100 de 1993, las personas que cumplan los
requisitos previstos en dicha norma y se trasladen al régimen de ahorro individual, y

2. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 128 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 1o del
Decreto Ley 1314 de 1994, los servidores públicos que a partir de la entrada en vigencia del
Sistema General de Pensiones, se trasladen al régimen de prima media con prestación definida
administrado por Colpensiones.

En los casos en que de acuerdo con la ley no corresponda emitir bonos pensionales, la entidad
que haya reconocido o que reconozca la pensión, tendrá derecho a obtener el pago de la cuota
parte correspondiente a los tiempos de servicio prestados o cotizados a otras entidades que se
hayan tomado en cuenta para el reconocimiento de la pensión, de conformidad con las normas
aplicables y con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4o de la Ley 490 de 1998.

(Decreto 13 de 2001, artículo 1o)

CAPÍTULO 2.

CERTIFICACIONES DE HISTORIA LABORAL.

Notas de Vigencia

- Capítulo modificado por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018, 'por el cual se modifica el
Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de 2016, que compila las
normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de Certificación Electrónica de
Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de prestaciones pensionales',
publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de 2018.

SECCIÓN 1.

DISPOSICIONES GENERALES.

Notas de Vigencia

- Título de Sección adicionada a los artículos originales por el artículo 1 del Decreto 726 de
2018, 'por el cual se modifica el Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto
1833 de 2016, que compila las normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema
de Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento
de prestaciones pensionales', publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de
2018.

ARTÍCULO 2.2.9.2.1.1. VERIFICACIÓN DE CERTIFICACIONES. <Artículo renumerado
por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018> Para efectos de la verificación a que se refiere el
artículo 2.2.16.7.4 de este decreto, o la norma que lo modifique o incorpore, las entidades



administradoras deberán constatar que las certificaciones cumplan los requisitos formales
indicados por dicha disposición, y que su contenido sea congruente con la información que posee
la administradora. Para este efecto las administradoras podrán solicitar, además de lo señalado
por dicha norma, el facsímil de la firma autorizada.

(Decreto 13 de 2001, artículo 2o)

Notas de Vigencia

- Artículo original 2.2.9.2.1. renumerado por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018, 'por el
cual se modifica el Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de
2016, que compila las normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de
Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de
prestaciones pensionales', publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de 2018.

ARTÍCULO 2.2.9.2.1.2. CERTIFICADO DE INFORMACIÓN LABORAL. <Artículo
renumerado por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018> Las certificaciones de tiempo laborado o
cotizado con destino a la emisión de bonos pensionales o para el reconocimiento de pensiones
deberán elaborarse en los formatos de certificado de información laboral, que serán adoptados
conjuntamente por los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y del Trabajo, como únicos
válidos para tales efectos.

(Decreto 13 de 2001, artículo 3o)

Notas de Vigencia

- Artículo original 2.2.9.2.2. renumerado por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018, 'por el
cual se modifica el Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de
2016, que compila las normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de
Certificación Electrónica de Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de
prestaciones pensionales', publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de 2018.

Concordancias

Circular MINHACIENDA - MINTRABAJO 65 de 2016  

Circular MINPROTECCIÓN SOCIAL - MINHACIENDA 13 de 2007

SECCIÓN 2.

CERTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE TIEMPOS LABORADOS.  

Notas de Vigencia

- Sección adicionada por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018, 'por el cual se modifica el
Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de 2016, que compila las
normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de Certificación Electrónica de
Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de prestaciones pensionales',
publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de 2018.

ARTÍCULO 2.2.9.2.2.1. SISTEMA DE CERTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE TIEMPOS



LABORADOS (CETIL). <Artículo adicionado por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018. El
nuevo texto es el siguiente:> Créase el Sistema de Certificación Electrónica de Tiempos
Laborados (CETIL), a través del cual se expedirán todas las certificaciones de tiempos laborados
y salarios por parte de las entidades públicas y privadas que ejerzan funciones públicas o
cualquier otra entidad que deba expedir certificaciones de tiempos laborados o cotizados y
salarios con el fin de ser aportadas a las entidades que reconozcan prestaciones pensionales a
través del diligenciamiento de un formulario único electrónico, así como para la elaboración de
cálculos actuariales.

Notas de Vigencia

- Sección adicionada por el artículo 1 del Decreto 726 de 2018, 'por el cual se modifica el
Capítulo 2 del Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de 2016, que compila las
normas del Sistema General de Pensiones y se crea el Sistema de Certificación Electrónica de
Tiempos Laborados (CETIL) con destino al reconocimiento de prestaciones pensionales',
publicado en el Diario Oficial No. 50.576 de 26 de abril de 2018.
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